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DECLARACION DE INGRESOS, PASIVOS Y ACTIVOS POR PARTE DE QUIENES DESEMPEÑAN FUNCIONES PUBLICAS

El presente documento se elabora de conformidad con los términos de referencia el proyecto mencionado en el acápite, dentro del proyecto de cooperación técnica regional no reembolsable No. ATN/SF-6184-RG, que se propone apoyar a Guatemala en la adecuación de su ordenamiento jurídico a las disposiciones de la Convención Interamericana contra la Corrupción, específicamente en lo atinente a la medida preventiva contemplada en el Artículo III, numeral 4, consistente en Sistemas para la declaración de los ingresos, activos y pasivos por parte de las personas que desempeñan funciones públicas en los casos que establezca la ley y para la debida utilización de tales declaraciones cuando corresponda.

1. MARCO NORMATIVO.

1.1 CONSTITUCION POLITICA DE LA REPUBLICA. 

En Guatemala, la normatividad general y superior del Estado, es la Constitución Política de la República (en adelante denominada “la Constitución”), que regula toda la organización del Estado. Dentro de la Constitución, se regula específicamente lo relativo a la fiscalización del Estado. 

El cuerpo constitucional en su artículo 232, preceptúa: 

“Contraloría General de Cuentas: La Contraloría General de Cuentas, es una institución técnica descentralizada, con funciones fiscalizadoras de los ingresos, egresos y en general de todo interés hacendario de los Organismos del Estado, los municipios, entidades descentralizadas y autónomas, así como de cualquier persona que reciba fondos del Estado o que haga colectas públicas.

También están sujetos a esta fiscalización los contratistas de obras públicas y cualquier otra persona que, por delegación  del Estado, invierta o administre fondos públicos. 

Su organización, funcionamiento y atribuciones serán determinados por la ley.”

Asimismo, ese cuerpo legal, en su artículo 30, señala:

“Publicidad de los actos administrativos. Todos los actos de la administración son públicos.  Los interesados tienen derecho a  obtener, en cualquier tiempo, informes, copias, reproducciones y certificaciones que soliciten y la exhibición de los expedientes que deseen consultar, salvo que se trate de asuntos militares o diplomáticos de seguridad nacional, o de datos suministrados por particulares bajo garantía de confidencia.”

En su artículo 154 establece:

“Función pública; sujeción a la ley. Los funcionarios son depositarios de la autoridad, responsables legalmente por su conducta oficial, sujetos a la ley y jamás superiores a ella. Los funcionarios y empleados públicos están al servicio del Estado y no de partido político alguno. La función pública no es delegable, excepto en los casos señalados por la ley, y no podrá ejercerse sin prestar previamente juramento de fidelidad a la Constitución”.

El artículo 235 establece también que el Contralor General de Cuentas tiene la facultad de nombrar y remover a los funcionarios y empleados de las distintas dependencias de la Contraloría y para nombrar interventores en los asuntos de su competencia. 

1.2 LEY ORGANICA DEL TRIBUNAL Y CONTRALORIA DE CUENTAS.

Por su parte, la organización y funcionamiento de la Contraloría General de Cuentas, están regulados en la Ley Orgánica del Tribunal y Contraloría de Cuentas –Decreto No. 1,126 del Congreso de la República -- del 29 de noviembre de 1956.  

Esta ley, en su artículo 1o.  preceptúa que: “La función fiscalizadora de la hacienda pública y de la ejecución del presupuesto General de ingresos y egresos de la Nación, corresponde con exclusividad a la Contraloría de Cuentas”. 

Asimismo, en su artículo 2o. establece  que: “La Contraloría de Cuentas es una institución técnica con absoluta independencia de funciones. Su función fiscalizadora se extiende a todas las personas que tengan a su cargo la custodia y manejo de fondos públicos u otros bienes del Estado, del municipio, de la Universidad, de las instituciones estatales, autónomas, semiautónomas o descentralizadas, así como sobre las demás entidades o personas que reciban fondos del Estado y las que hagan colectas públicas. Quedan igualmente sometidos a la fiscalización de la Contraloría de Cuentas, los liquidadores, fiscalizadores, e interventores cuando se trate de bienes y fondos a que se refiere este artículo. No tendrá competencia para fiscalizar, controlar, ni vigilar a los bancos privados, empresas de seguros, empresas afianzadoras, sociedades, cooperativas y demás entidades privadas, cuya fiscalización, control y vigilancia estén atribuidos, según sus  leyes específicas, a otras dependencias gubernamentales.”

 Por último,  dicho cuerpo legal en su artículo 12,  numeral 17 establece que es atribución de la Contraloría de Cuentas:  “17. - Investigar si existe enriquecimiento indebido de los funcionarios y empleados públicos, de acuerdo con lo que preceptúa la Ley de Probidad, e imponer las sanciones que la misma ley determina”. 

Esta ley se complementa con su Reglamento, contenido en Acuerdo Gubernativo del 27 de diciembre de 1958, el que desarrolla el contenido de la misma y las funciones del ente fiscalizador. 

Este reglamento, en su artículo 23 establece que la sección de probidad de la Contraloría de Cuentas tendrá entre sus atribuciones, la de velar por el estricto cumplimiento de la Ley de probidad, para cuyo efecto llevará los registros y controles correspondientes.

1.3 LEY DE PROBIDAD Y RESPONSABILIDAD. 

La Ley de Probidad y Responsabilidad de funcionarios y empleados públicos, decreto número 8-97 del Congreso de la República, de fecha 30 de enero de 1997, en el cuerpo legal que trata específicamente la medida preventiva indicada en el artículo III, numeral 4 de la Convención Interamericana contra la corrupción.  

La ley de Probidad y Responsabilidad en sus considerandos establece que es importante “regular todo lo concerniente a la honesta administración pública para dar cumplimiento a los principios que deben normar la conducta de los servidores del Estado” e indica que “es importante garantizar el decoro, la pureza en el manejo de caudales públicos, la probidad del funcionario o empleado y regular los casos en que los mismos pueden ser sometidos a proceso penal”.

Esta ley, por ser la más reciente, desarrolla de forma específica lo concerniente a la obligatoriedad de los funcionarios y empleados públicos de presentar a la Contraloría de Cuentas, la declaración de todos sus bienes y deudas (art. 1o.)  Además, regula todo lo relativo a  quienes tienen la obligación de presentar la declaración, forma de hacerlo, plazo,  trámite, multas, etc.

Estas normas legales y las leyes que las contienen, incluidas la constitución Política de le República, regulan lo relativo a la presentación de la declaración de bienes y deudas de los funcionarios y empleados públicos y las instituciones encargadas de la recepción y control de las mismas.  El andamiaje legal en este tema – la declaración de bienes -- es bastante reducido  en la legislación guatemalteca y se concentra, casi con exclusividad,  a la Ley Probidad  y Responsabilidad de los funcionarios y empleados públicos. 

2. GRADO DE DESARROLLO DE LA MEDIDA PREVENTIVA CONTENIDA EN EL ARTICULO III, NUMERAL 4 DE LA CONVENCION INTERAMERICANA CONTRA LA CORRUPCION. 

En general, podríamos decir que el tema  de la declaración de ingresos, activos y pasivos por parte de las personas que desempeñan funciones públicas no es un tema nuevo en la legislación guatemalteca.

Durante mucho tiempo estuvo vigente la “Ley de Probidad” de 1955.  En ese entonces, existía por separado una “Ley de  Responsabilidad”. En 1996, durante dos meses y medio, del 16 de noviembre de 1996 al 30 de enero de 1997, fecha en que entró en vigencia  la actual Ley de Probidad, estuvo en vigencia el Decreto No. 89-96 del Congreso de la República. Sin embargo, en la actualidad rige la denominada “Ley de Probidad y Responsabilidad”  del 30 de enero de 1997.

Este cuerpo legal es el más reciente y trata lo relativo a la declaración de bienes y deudas.  Sin embargo, esta ley es bastante limitada y comprende solamente la declaración propiamente dicha, con sus ampliaciones y plazo para realizarlos, así como otras circunstancias de procedimiento.

Sin embargo, no cubre varios aspectos tales como el  de  particulares que desempeñan funciones públicas, situación que en Guatemala se da por medio de la prestación de un servicio a través de un contrato de servicios profesionales.  No hay que olvidar también que los profesionales que llegan a desempeñar funciones públicas no gozan de ninguna de las prestaciones laborales que establece la legislación en favor de todo funcionario o empleado público.

Una carencia fundamental es la no-obligatoriedad de la presentación de la declaración de bienes y deudas con anterioridad a la toma de posesión del cargo o puesto.  La presentación de la declaración antes de tomar posesión de un cargo o puesto ayudaría a llevar un mejor control y facilitaría el mismo,  ya  que las personas obligadas lo realizarían sin ninguna excepción porque la falta de esta les evitaría entrar a desempeñar el cargo o empleo público. 

Además de estos aspectos, la Ley de Probidad y Responsabilidad no cubre otros supuestos  tales  como la indicación de los  procedimientos que podría específicamente utilizar el funcionario encargado de verificar tal declaración,  la obligatoriedad de presentar  la declaración bajo juramento, lo que le daría mas solemnidad y comprometería en mayor medida al declarante. Según la legislación nacional la declaración se hace “bajo protesta de decir verdad”, pero no bajo  juramento.

Estas deficiencias provocan que la legislación en la materia sea muy débil y pero aún, el control que lleva la entidad fiscalizadora –Contraloría General de Cuentas -- en muy deficiente.

Las limitaciones de la legislación nacional  no hacen más que evidenciar la falta de interés que ha prevalecido en el Estado y la sociedad en general con relación al tema de la corrupción.  Los requerimientos a los funcionarios y empleados públicos son mínimos, los medios de verificación no están señalados y la falta de facilidades para que las personas denuncien actos de corrupción no hacen más que darle estatuto jurídico a la falta de interés por luchar contra la corrupción. 

A lo anterior hay que agregarle que la legislación ignora por completo el establecer supuestos en los cuales las declaraciones puedan ser utilizados, sea como medios de prueba o como medio de dar a conocer a la opinión pública la situación financiera real de un funcionario o empleado público. 

Otro aspecto fundamental, es la voluntad política del Estado en su conjunto de combatir el fenómeno de la corrupción, y el sistema de la declaración de bienes y deudas es un método para ello.  Esta voluntad se evidencia en la disponibilidad de recursos financieros que se ponen a disposición de la Contraloría General de Cuentas para que pueda desarrollar a cabalidad las funciones que le señalan las leyes de la materia.

A manera de ejemplo menciono las obligaciones que le impone los artículos 3 y 14 de la Ley de Probidad y Responsabilidad, respecto a la verificación del contenido de las declaraciones de bienes y deudas, sea esta la primera declaración, sus ampliaciones o la que se debe presentar el cesar en el cargo.   El cumplimiento de estas obligaciones señaladas por la ley requieren contar con una gran cantidad de recurso humano y tecnológico que permita, en el menor tiempo posible, tener verificado el contenido de las mismas, para poder en caso necesario solicitar las aclaraciones que se estime necesarias.

Pero por el contrario,  en el caso de Guatemala, en el último presupuesto de Ingresos y Egresos del Estado la asignación presupuestaria de la Contraloría General de Cuentas fue reducida,  lo que conlleva la necesidad de recortes de personal,  el no-mejoramiento del equipo físico para llevar toda clase de controles y otra serie de limitaciones que afectan las medidas de prevención contra la corrupción. 

Es evidente que en sociedades como la guatemalteca la falta de una legislación profunda y efectiva sobre la declaración de bienes y deudas de los funcionarios y empleados públicos,   podría tener varias explicaciones, a saber:  la falta de interés de la sociedad por erradicar este fenómeno o  la intención  de esta misma legislación de  proteger a  las personas particulares que pudieren llegar a ser funcionarios o empleados públicos para que no revelen a una oficina estatal, con todo el detalle que ameritaría, todos sus activos, pasivos y fuentes de ingreso, por temor a ser objeto de un acto delictivo  tal como un plagio o secuestro que pudiera poner en peligro tales  bienes o su vida misma. 

Lo anterior no hace más que dar una aproximación a la realidad del país y a la situación actual de la legislación sobre este importantísimo tema como es el combate a la corrupción, situación que representa un verdadero problema en el ámbito nacional y que en buena medida compromete la posibilidad de desarrollo de las sociedades por los perjuicios que conlleva y  el temor que despierta en los empresarios y especialmente en la inversión extranjera. 

No obstante lo anterior, se evidencia la necesidad de desarrollar de mejor forma la legislación nacional relativa a este tema y de adecuarla a las disposiciones de la Convención Interamericana contra la corrupción. 

3. CUESTIONARIO.

a. Existen en el ordenamiento jurídico del país (Constitución Política, Ley, Decreto, Reglamento, etc.) disposiciones que obliguen a las personas que desempeñen funciones públicas, en los cargos que establezca la ley, a declarar sus ingresos, activos y pasivos?

Respuesta: Si existe. Aunque no especifica expresamente si la declaración incluye también los ingresos, ya que la ley se refiere a bienes y deudas.

b. Relacione las leyes o normas jurídicas que sustentan esta obligación, utilizando la fuente, el número de artículo y la fecha en que ha entrado en vigencia.

Respuesta: Ley de Probidad y Responsabilidad de funcionarios y empleados públicos (Decreto 8-97 del Congreso de la República).  En vigencia desde el 31 de enero de 1997. 

c. Señala la legislación nacional los destinatarios de la obligación de declarar bienes?  En caso afirmativo relacione dichos destinatarios con la clasificación que corresponda, o los criterios establecidos al respecto, y refiérase a los siguientes aspectos: (los aspectos se mencionan en las subliterales i, ii y iii de esta pregunta del cuestionario)

Respuesta:  Si los señala.

Los destinatarios son: 

I. Los funcionarios  y empleados de los organismos del Estado, municipalidades, instituciones autónomas, descentralizadas, o de otra naturaleza, que dependan, sean subvencionados o reciban aportes del Estado, cualesquiera que sean en monto de sus sueldos y siempre que por razón de su cargo manejen o administren bienes, fondos o valores.

II. Los funcionarios o empleados a que se refiere el inciso anterior, aún cuando no manejen o administren bienes, fondos o valores, cuyo sueldo mensual sea de seis mil quetzales o más.

A este respecto, es importante relacionar estas disposiciones de la Ley de Probidad y responsabilidad de funcionarios y empleados públicos con las subliterales i, ii, iii de la pregunta c. del  cuestionario.

Con relación a la subliteral i, la obligación no incluye a particulares que desempeñan funciones públicas, por ejemplo profesionales que presten servicios por contrato de servicios profesionales al Estado, municipalidades, entidades autónomas o descentralizadas. Estas personas en muchos casos llegan a desempeñar el cargo ejerciendo funciones propias de un funcionario y empleado público, con la única diferencia que no está en el presupuesto o nómina y no gozan de ninguna prestación laboral.

Esta circunstancia provoca que no estén incluidos en los supuestos que marca la ley para  la presentación de la declaración de bienes y dudas.

Es evidente que la legislación guatemalteca impone la obligación de presentar declaración de bienes y deudas solo a los funcionarios y empleados públicos en general,  en la forma en que lo detalla la subliteral ii, con las excepciones que se indican en los párrafos siguientes.

Respecto a lo mencionado en la literal iii, no obstante que la legislación nacional impone una obligación general, existe un cubrimiento restringido en los siguientes aspectos:

· Los funcionarios y empleados públicos a que se refiere el art. 1o. de la ley de Probidad y Responsabilidad, arriba citada, deben presentar la declaración de bienes y deudas, cualesquiera que sean en monto de sus sueldos y siempre que por razón de su cargo manejen o administren bienes, fondos o valores.

· Los funcionarios y empleados públicos deben presentar declaración, si devengan un sueldo igual o superior a los seis mil quetzales mensuales,  aún cuando no manejen ni administren bienes fondos o valores. 

Es claro pues, que la obligación no cubre a aquellos empleados o funcionarios públicos que no manejen ni administren bienes, fondos o valores y que devenguen  un sueldo menor de seis mil quetzales mensuales.

Respecto a la naturaleza del vínculo que los une con el Estado, existe la excepción, aunque no señalada expresamente en la ley, de los profesionales que laboran por contrato de servicios profesionales, caso que se explicó con anterioridad dentro de esta misma respuesta.  

Existe además, una restricción  respecto a la temporalidad, ya que la ley de Probidad y Responsabilidad exceptúa de la obligación a quienes ejerzan cargos temporales por un término menor de treinta días. Señala también que están exentos  de presentar la declaración los Cónsules que desempeñen sus cargos ad honorem.

d. Determina la legislación nacional las ocasiones en las cuales la referida obligación debe materializarse? En caso afirmativo indíquelas, teniendo en cuenta los siguientes aspectos. (los aspectos se mencionan en las subliterales i, y  ii  de esta pregunta del cuestionario)

Respuesta: Si, la legislación nacional determina el momento en el cual debe presentarse la declaración. 

El artículo 6 de la Ley de Probidad y Responsabilidad establece que la declaración de bienes y deudas debe presentarse dentro de los treinta días siguientes a la fecha de toma de posesión del cargo o empleo.

Así también el mismo cuerpo legal determina que las personas obligadas a presentar la declaración, deben ampliarla o actualizarla en el mes  de enero de cada año, cuando:

· Adquieran bienes inmuebles, por cualquier título o valor.

· Adquieran otros bienes cuyo precio sea mayo de cincuenta mil  quetzales (Q.50, 000.00).

· Contraigan deudas mayores de cincuenta mil quetzales.

Es importante tener presente que esta ampliación de la declaración también debe hacerse en cuanto a las adquisiciones de bienes que efectúen y deudas que contraigan su cónyuge e hijos menores o incapaces que estuvieren bajo su patria potestad.

En el mismo sentido, la persona obligada cuando cese en el ejercicio de su cargo, debe presentar dentro de los quince días siguientes a la entrega, una nueva declaración de los bienes que posea y deudas que tuviere en esa fecha, los de su cónyuge y de sus hijos menores o incapaces que estén bajo su patria potestad.

Respecto  a los funcionarios y empleados de las oficinas diplomáticas y consulares guatemaltecas, la Contraloría de Cuentas tiene la facultad de fijarles un plazo mayor – de hasta noventa días -- para que presenten las declaraciones de bienes y deudas a los que están obligados, de conformidad con la Ley Probidad y Responsabilidad.

Sin embargo, cuando el empleado o funcionario, fuere trasladado a otro puesto de la administración, no está obligado a presentar una nueva declaración.

e. Señala la legislación nacional los funcionarios o instancias ante los cuales debe presentarse la declaración de bienes? En caso afirmativo indíquelos, teniendo en cuenta los siguientes aspectos: (los aspectos se mencionan en las subliterales i, ii, y iii de esta pregunta del cuestionario).

Respuesta:  Si lo señala. Según la legislación guatemalteca, todas las declaraciones de bienes, sin excepción, deben presentarse a la Contraloría General de Cuentas.   Ninguna otra autoridad, dependencia o funcionario esta facultado para recibirlas. 

f. Determina la legislación nacional la forma y el contenido mínimo de la declaración de bienes? En caso afirmativo, describa tal forma y relacione dicho contenido teniendo en cuenta los siguientes aspectos: (los aspectos se mencionan en las subliterales i, ii, iii y iv  de esta pregunta del cuestionario).

Respuesta:  Si lo determina.  De conformidad con el artículo 2o. de la Ley de Probidad y Responsabilidad,  la declaración comprende un detalle de todos los bienes y deudas propios del declarante, de su cónyuge e hijos menores o incapaces que se encuentren bajo su patria potestad.

Se estipula que los bienes deben describirse e identificarse indicando su precio o valor estimativo.  Con respecto a las deudas debe expresarse su monto, su naturaleza y el nombre del acreedor. 

En cuanto a la forma, esta debe realizarse por duplicado en formularios o formatos impresos por la Contraloría de Cuentas.

La ley no menciona nada respecto al contenido que debe cubrir el formato de presentación de la declaración de bienes y deuda, y al remitírsele a la Contraloría, le da la facultad de solicitar la información que ésta estime necesaria.  Sin embargo en el formulario o formato podría incluirse otra clase de información que diera una visión más amplia y completa de la situación patrimonial del funcionario o empleado. 

En este formulario o formato impreso,  el cual se adjunta como anexo,   al declarante se le solicita información sobre referencias, las que deben entenderse como información personal y de identificación, que incluye información sobre su cónyuge e hijos menores;  sobre su trabajo o lugar donde labora, y por último se hace referencia los bienes y a las deudas. 

La solicitud de información sobre lo substancial de la declaración, como lo es los bienes y las deudas, es muy limitado.  No existe un rubro específico para detallar ingresos en efectivo que pudiere tener el funcionario o empleado de otras fuentes distintas de su sueldo o salario.  

En la declaración de bienes y deudas no consta expresamente la autorización del declarante para la verificación del contenido de tal declaración.  Esto no es necesario ya que de conformidad con la legislación, la Contraloría de Cuentas esta facultada para comprobar toda la información en ella contenida, pudiendo recabar los informes que crea oportunos y practicando las diligencias necesarias. 

La declaración de bienes y deudas,  por mandato legal, debe hacerse bajo protesta de decir verdad.  La legislación  (artículo 5 Ley de Probidad y Responsabilidad) establece que aquellas personas que en la declaración supongan bienes u oculten deudas serán inmediatamente destituidos del cargo o empleo, sin perjuicio de las responsabilidades penales en que pudieren incurrir; y quienes ejerzan cargos de elección popular cesarán por ese mismo hecho en el desempeño del mismo, previas las formalidades legales. 

g. Contempla la legislación nacional mecanismos efectivos para verificar el contenido de la declaración de bienes? En caso afirmativo, descríbalos teniendo en cuenta los siguientes aspectos: (los aspectos se mencionan en las subliterales i, ii, iii y iv  de esta pregunta del cuestionario).

Respuesta:  Si los contempla.  La legislación le otorga a la Contraloría de Cuentas un poder general de fiscalizar todo interés hacendario del Estado. Además le faculta para investigar si existe enriquecimiento por parte de los funcionarios o empleados públicos de conformidad con la Ley de Probidad y Responsabilidad. 

Si bien cierto no se habla de un funcionario responsable, ni de plazos o comprobaciones selectivas o de determinación de las fuentes de información útiles para la confrontación de los datos,  es porque la Contraloría  de Cuentas tiene la facultad para realizar todas las diligencias y actos que estime conveniente para la investigación.  No se le señala una lista o posibles actos a realizar o ejecutar, ya que esta podría, en algún momento tornarse limitativa.

La determinación de los actos a ejecutar, lo determinará el contralor responsable o en último caso, el  Contralor General de Cuentas (Jefe de la Contraloría). 

La legislación, (Artículo 63 del Reglamento de la Ley Orgánica de la Contraloría de Cuestas) en el ámbito de la competencia de las investigaciones propias de la Contraloría, faculta a los funcionarios encargados de la misma, para que en su calidad de agentes  de autoridad puedan requerir la ayuda de cualquier funcionario o empleado de la administración  pública para llevar a cabo dichas investigaciones.  Pueden también  citar testigos y recibir declaraciones con relación a las mismas. 

Todos los funcionarios y empleados públicos están obligados a cooperar con la Contraloría de Cuentas en las investigaciones que esta realice. 

La legislación en este aspecto, solo  contiene normas de carácter general, pero específicamente no regula nada concerniente el establecimiento de plazos, muestreos o selecciones al azar o comprobaciones selectivas para ejecutar la verificación.  Tampoco establece nada sobre la determinación de las fuentes de información útiles para la confrontación de datos, ni establece facilidades de acceso a las mismas para quienes deben efectuar la verificación.

Con respecto a los mecanismos eficaces que puedan oponerse  a quienes pretendan entorpecer las labores de verificación, la legislación tampoco señala  procedimientos específicos.  

h. Prescribe la legislación nacional la manera en la que se puede acceder a la información suministrada por el destinatario de la obligación en su declaración? En caso afirmativo descríbala, teniendo en cuenta los siguientes aspectos: (los aspectos se mencionan en las subliterales i, y ii de esta pregunta del cuestionario).

Respuesta:  No. Específicamente no se prescribe la forma de acceder a la información suministrada por el declarante. 

Sin embargo, en el artículo 67 del reglamento de la Contraloría de Cuentas, se indica que el personal de la Contraloría no puede suministrar informes o divulgar datos sin autorización del Contralor General, de donde se deduce que la información contenida en las declaraciones de bienes y deudas poseen cierta confidencialidad. 

Respecto a la publicidad, por las mismas razones antes indicadas, no se establece específicamente la publicidad del contenido de las declaraciones. De la norma citada, se podría deducir que el Contralor General podría autorizar  que el contenido de una declaración pueda ser divulgada.

Habría que tener presente, en todo caso,  el artículo 30 de la Constitución  Política de la República que prescribe que todos los actos de la administración son públicos; que  los interesados  tienen derecho a obtener, en cualquier tiempo, informes, copias reproducciones y certificaciones que soliciten y la exhibición de los expedientes que deseen consultar.

Este artículo, por lo amplio de su redacción, podría también fundamentar la imposibilidad de mantener confidencial estos documentos. 

i. Regula la legislación nacional la utilización del contenido de la declaración? En caso afirmativo descrita tal regulación, teniendo en cuenta los siguientes aspectos: (los aspectos se mencionan en las subliterales i, ii, iii  y iv de esta pregunta del cuestionario).

Respuesta:  No lo regula. 

La legislación nacional no señala fines específicos para los que puede ser utilizada la información suministrada, ni tampoco establece restricciones para la utilización de su contenido. 

Tampoco se establece la posibilidad de que quien ejerza mando sobre el declarante pueda pedirle explicaciones ante un aumento significativo de su patrimonio.  

Toda esa materia es competencia exclusiva de la Contraloría de Cuentas y la legislación solamente prevé el examen de la declaración original y ampliaciones que presente el funcionario o empleado público, así como de la declaración que se presente cuando se cese en el ejercicio del cargo.

En cuanto a la validez probatoria de la declaración, tampoco se le señala una valoración específica. Si hubiere de ser utilizada dentro de un proceso o requerida dentro de la investigación de un ilícito penal, se aportaría como un medio de prueba más.

j. Prevé la legislación nacional consecuencias o sanciones para quienes incumplan obligaciones relativas a la declaración de bienes? En caso afirmativo relaciónelas, teniendo en cuenta los siguientes aspectos: (los aspectos se mencionan en las subliterales i, ii y iii  de esta pregunta del cuestionario).

Respuesta:  Si las prevé. 

Existen sanciones de tipo administrativo, ya que la legislación (artículo 5 de la Ley de Probidad y Responsabilidad) manda que  las personas obligadas ha hacerlas, que supongan bienes u oculten deudas  deben ser inmediatamente destituidos del cargo o empleo, sin perjuicio de las responsabilidades penales en que incurran,  que podría ser la comisión del delito de “falsedad ideológica”.

Asimismo, quienes ejerzan cargos de elección popular cesarán por ese mismo hecho en el desempeño de los mismos, previas las formalidades legales. 

En el caso que la persona obligada ha hacer la declaración no cumpliere con hacer la misma,  o no hiciere las aclaraciones o rectificaciones correspondientes, se le impondrá una multa equivalente al sueldo o salario acumulado durante el tiempo que dure dicho incumplimiento. 

No existe la consecuencia administrativa  respecto a la validez del acto de toma de posesión del funcionario público que incumpla con la obligación de realizar la declaración de bienes. 

Respecto a las personas responsables de verificar el contenido de la declaración, existe una sanción administrativa de tipo general, ya que la legislación (artículo 61 del Reglamento de la Ley Orgánica de la Contraloría de Cuentas) prevé que cualquier deficiencia o inexactitud imputable al contralor actuante en los resultados de los trabajos que se le encomienden, que podría ser la verificación de una declaración de bienes y deudas, será sancionada económicamente o con la destitución, según el caso. 

Con relación a las personas que pudieren servir de fuente de información, no se prevé ninguna sanción. Sin embargo, tampoco se prevé a ninguna persona en específico como fuente de información.  La Información para la verificación de la declaración de bienes, puede llegar de múltiples fuentes y depende a donde requiera la información la Contraloría de Cuentas. 

Sobre las personas responsables de iniciar las investigaciones o formular las denuncias correspondientes, la legislación (artículos 14, 15 y 16 de la Ley de Probidad y Responsabilidad), establece el procedimiento a seguir en caso el contralor responsable  hiciere algún reparo (reclamación). Sin embargo no establece nada en el supuesto que dicha persona no actuara con la diligencia debida u omitiera efectuar su trabajo.

En estos casos habría de remitirse al Código penal que en su artículo 419  establece que el funcionario o empleado público que omitiere, rehusare hacer o retardare algún acto propio de su función o cargo, será sancionado con prisión de uno a tres años. 

k. Existen en el ordenamiento jurídico de su país mecanismos de cooperación con autoridades o instancias internacionales que permitan investigar acerca del patrimonio de quienes están obligados a declarar bienes? En caso afirmativo descríbalos, indicando la norma jurídica que los sustenta y la fecha en que han entrado en vigencia. 

Respuesta:   No.    La única posibilidad de investigación sería en un caso de delito atribuible al funcionario o ex-funcionario público, por medio de los recursos de que dispone la Fiscalía General de la República.  

l. Regula el ordenamiento jurídico de su país aspectos relativos a la declaración de bienes diferentes a los aludidos en los párrafos anteriores?  En caso afirmativo descríbalos.

Respuesta:  No. 

m. Se está tramitando en su país algún proyecto de normatividad jurídica relativo a la declaración de bienes?  En caso afirmativo efectúe, en relación con el mismo, el análisis previsto en los párrafos anteriores.

Respuesta:  No.

n. Considera que la normatividad jurídica que en su país regula la declaración de bienes es suficiente y eficaz para lograr sus fines de servir de instrumento contra la corrupción pública?  En caso afirmativo explique brevemente porqué, y si estima que existen vacíos o falencias al respecto; relacione brevemente los aspectos que, en su criterio, debería contemplar dicha normatividad o las modificaciones que deberían introducírsele a la misma, indicando la clase de acto jurídico que debe proyectarse para ello y las autoridades antes las cuales debe tramitarse.

Respuesta:   Estimo que la normatividad jurídica que regula lo concerniente a la declaración de bienes y deudas (como la denomina la legislación guatemalteca)  es muy limitada, no es suficiente y es ineficaz.

Las razones de esta afirmación:

· Según la Constitución Política de la República, la función fiscalizadora de los ingresos, egresos y en general de todo interés hacendario del Estado, sus organismos, los municipios, entidades descentralizadas y autónomas, así como de cualquier persona que reciba fondos del Estado o haga colectas públicas, corresponde con exclusividad a la Contraloría General de Cuentas de la Nación.

· Esta Institución rige su funcionamiento por su Ley Orgánica y su reglamento.

· Lo relativo a la declaración de bienes y deudas esta contenido en la Ley Probidad y Responsabilidad de funcionarios y empleados públicos. 

Al analizar en conjunto las normas legales pertinentes, nos damos cuenta que:

I) La Constitución política de la República designa, con exclusividad a la Contraloría de Cuentas para que vele por los intereses hacendarios del Estado

II) La ley de Probidad y Responsabilidad establece que las declaraciones de bienes y deudas de los funcionarios y empleados públicos  deben presentarse a la Contraloría de Cuentas.

Como consecuencia, al estar esta facultad limitada a una sola entidad, se evita que otras instancias o funcionarios que están en contacto directo con el funcionario o empleado, puedan diariamente verificar y constatar un aumento significativo y sin justificación de los haberes de tal persona y que pudieren solicitarle de inmediato una explicación sobre esta situación.  

La presentación de la declaración de bienes y deudas a la Contraloría de Cuentas, solamente se toma como una formalidad, ya que esta institución no está en contacto con el funcionario o empleado y solamente se limita a verificar documentos y datos aportados por el mismo funcionario o empleado.

· Otra limitación  que le resta efectividad a la Ley, es el contenido del artículo 10 de la Ley de Probidad y Responsabilidad, que se refiere a “la deducción de cargos” y establece que “cualquier persona puede sin responsabilidad alguna  y por comparación de bienes o haberes, deducir cargos ante la Contraloría de Cuentas a los empleados públicos durante el tiempo que estos ejerzan el cargo o empleo. La Contraloría, previa ratificación de la denuncia, procederá a investigar los hechos denunciados si se desprendiere indicio racional de enriquecimiento indebido, hará el estudio comparativo correspondiente y abrirá en su caso, el juicio de cuentas que proceda”.

Este artículo contiene dos serias limitaciones en la lucha contra la corrupción:

· Limita la deducción de cargos a los funcionarios y empleados públicos solamente durante el tiempo  que estos ejerzan el cargo o empleo.

Bien sabido es que es países como los latinoamericanos, con altos niveles de corrupción y abuso de poder, muy pocas personas denunciarán a un funcionario o empleado, especialmente si es de alto rango, mientras esté ejerciendo el cargo.

· Obliga al denunciante a ratificar la denuncia, antes de que la Contraloría  de Cuentas pueda proceder a investigarla.

Lo anterior constituye un obstáculo a la investigación, limita y desanima seriamente a cualquier persona que pudiere estar interesada en denunciar el enriquecimiento ilícito de un funcionario o empleado público.  

Contrario a eso, se debería resguardar la identificación del denunciante,  para protegerlo de posibles represalias o acciones en contra de él o de su familia.

· Otro aspecto importante que le resta efectividad a la ley, es lo genérico de la información que se solicita en la declaración de bienes y deudas.

Este requerimiento se establece en el artículo 2 de la Ley de Probidad y Responsabilidad, el cual debería ser más explícito con relación los bienes que deban declararse, para no dejarlo a la interpretación de la Contraloría de Cuentas. La ley debería fijarlos específicamente. 

· También le resta efectividad a la ley, el hecho que la presentación de la declaración de bienes y deudas, no sea requisito “sine qua non” para tomar posesión de un cargo o empleo, sea este de elección popular o no. Solamente se le impone al funcionario o empleado público una multa. 

Todas estas deficiencias podrían subsanarse con la preparación de una nueva ley de Probidad y Responsabilidad de empleados y funcionarios públicos que incluyeran los aspectos antes mencionados y que lograra desarrollar el contenido de la Convención Americana contra la corrupción. 

Por la importancia del tema, sería conveniente que en la preparación se invitara a diversas entidades como universidades,  entidades de investigación, Colegio de Abogados y otras que se estime conveniente, para una amplia discusión de una propuesta que sustituyera a la actual Ley de Probidad y Responsabilidad. 

La forma  de efectuar esta propuesta sería preparar un anteproyecto de Ley en la materia, a presentarse a consideración del Organismo Legislativo. 

Esta propuesta de ley, podría ser presentada al Legislativo directamente o  por  medio Organismo Ejecutivo en ejercicio de la iniciativa de ley que posee.

El formulario o formato que se adjunta como anexo, hace referencia al Decreto 89-96 del Congreso de la República, Ley de Probidad que estuvo en vigencia solamente dos meses y medio, del  16 de noviembre de 1996 al 30 de enero de 1997,  fecha en que entró en vigor la actual Ley de Probidad y Responsabilidad.

Sin embargo, a pesar que este Decreto ya no esta en vigencia, la Contraloría General de Cuentas sigue utilizando dicho formato para realizar la “Declaración jurada patrimonial” que exige la ley, y para el efecto revalidó el uso de tales formatos.
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